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S u p r e m a  C o r t e:  

–I– 

La Sala H de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil  

modificó parcialmente la sentencia de primera instancia y, en cuanto aquí 

interesa, fijó intereses, desde la fecha del accidente hasta el 1 de agosto de 2015, a 

la tasa activa cartera general nominal anual vencida a treinta días del Banco de la 

Nación Argentina y, desde entonces hasta el efectivo pago, al doble de esa tasa (fs. 

1249/1254 de los autos principales). 

El tribunal señaló que corresponde aplicar intereses en los 

términos previstos en el fallo plenario “Samudio de Martínez” desde la fecha del 
hecho hasta la entrada en vigencia del Código Civil y Comercial de la Nación. 

Consideró que a partir de entonces la cuestión debe evaluarse a la luz de lo 

establecido en ese ordenamiento normativo. En concreto, señaló que el artículo 

768 establece que cuando la tasa de interés no está prevista por las partes ni en 

una ley especial, el juez debe recurrir a las tasas fijadas en alguna reglamentación 

del Banco Central de la Nación Argentina. Agregó que el artículo 771 dispone que 

el juez debe valorar “el costo medio del dinero para deudores y operaciones 
similares en el lugar donde se contrajo la obligación”. 

Además, el tribunal ponderó que la tasa debe asegurar que 

los intereses moratorios cumplan su finalidad, a saber, evitar que el deudor 

especule y se beneficie por la demora del litigio en perjuicio de la víctima. En ese 

sentido, apuntó que, cuando se asigna a las deudas en mora una tasa menor a la 

que abonan las personas que cumplen sus obligaciones con regularidad, se 

beneficia a los incumplidores y se imponen las consecuencias de la morosidad en la 

sociedad.  

Finalmente, destacó que el damnificado se vio privado del 

capital desde el día del siniestro que le generó los daños. Puntualizó que la tasa 
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activa no compensa el costo del dinero para el acreedor en el mercado. Aseveró que 

el doble de la tasa activa refleja ese costo, a la vez que se encuentra por debajo del 

límite de los intereses compensatorios o financieros que prevé el artículo 16 de la 

Ley 25.065 de Tarjetas de Crédito. 

–II– 

Contra ese pronunciamiento, UGOFE SA  interpuso recurso 

extraordinario (fs. 1255/1269), que contestado (fs.1275/1280) y denegado (fs. 1288), 

dio lugar a la presente queja (fs. 36/40 del cuadernillo de queja).  

La recurrente sostiene que la decisión es arbitraria en 

cuanto duplicó la tasa de interés a partir del 1 de agosto de 2015. Aduce que la 

cuestión reviste gravedad institucional puesto que pone en riesgo el sistema de 

transporte y de seguros. 

En primer lugar, argumenta que la sentencia viola el 

principio de congruencia pues modificó la tasa de interés fijada en la sentencia de 

primera instancia, excediendo lo peticionado por el actor en su recurso de 

apelación. Explica que el accionante se agravió únicamente en relación con la tasa 

pasiva aplicada desde el hecho hasta la sentencia de primera instancia (1 de julio 

de 2014) y, concretamente, solicitó la tasa activa establecida en el plenario 

“Samudio”. Agrega que, sin embargo, el tribunal duplicó la tasa activa a partir del 

1 de agosto de 2015 y hasta el efectivo pago. Destaca que el tribunal violó el 

artículo 163, inciso 6, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y vulneró 

su derecho de defensa en juicio. 

En segundo lugar, afirma que la sentencia contradice los 

artículos 768 y 771 del Código Civil y Comercial de la Nación. En particular, 

sostiene que la sentencia interpretó erróneamente el artículo 771 porque esa 

norma solo autoriza al juez a reducir los intereses aplicados cuando exceden el 

costo medio del dinero pero no le permite aumentarlos. Para más, asevera que el 
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régimen establecido en el mencionado ordenamiento abandonó el texto del artículo 

622 del Código Civil a fin de suprimir la discrecionalidad judicial en la fijación de 

los intereses. 

–III– 

A mi modo de ver, el recurso fue mal denegado en cuanto 

cuestiona la modificación de la tasa de interés realizada de oficio por el a quo 

desde el 1 de agosto de 2015 hasta el efectivo pago. 

Si bien los agravios remiten a aspectos fácticos y de índole 

procesal y derecho común, la Corte Suprema ha dicho que ello no es óbice para 

habilitar el recurso extraordinario cuando el tribunal se excede de la jurisdicción 

conferida por el recurso de apelación, límite que tiene jerarquía constitucional en 

cuanto implica la afectación del principio de congruencia y, consecuentemente, de 

las garantías de defensa y propiedad (Fallos: 310:1371, “Convak SRL”; 315:127, 
“Delfosse”; 315:501, “Saidman”; 318:2047, “Aquinos”; 325:657, “Di 
Giovambattista”; 327:3495, “Avila”; 335:1031, “Cammera”; 339:1567, “González”). 

En el caso, ese extremo se encuentra configurado puesto que 

la sentencia de primera instancia fijó intereses a la tasa pasiva desde la fecha del 

accidente hasta el dictado de esa decisión, el 1 de julio de 2014, y a la tasa activa 

desde entonces y hasta el efectivo pago (fs. 1040/1053). Ello fue, por un lado, 

apelado por el accionante quien limitó su agravio a los intereses establecidos 

desde la fecha del hecho hasta la sentencia de primera instancia (apartado III-D 

de la expresión de agravios obrante a fs. 1198/1199). En concreto, el actor 

peticionó la aplicación de la tasa activa para ese período, en línea con lo solicitado 

en el alegato (fs. 1024). Por otro lado, los intereses fueron impugnados por los 

demandados, quienes cuestionaron la aplicación de la tasa activa a partir del 

dictado de la sentencia y hasta el efectivo pago, y peticionaron la disminución de 

los accesorios (fs. 1177/1178 y 1182/1183). 
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En consecuencia, el a quo al establecer el doble de la tasa 

activa a partir del 1 de agosto de 2015 y hasta el efectivo pago se apartó de las 

peticiones del actor e incurrió en una indebida reformatio in pejus en perjuicio de 

los demandados. Tal como expuse en el dictamen emitido en la causa “Ferre”, el 
fallo judicial que desconoce o acuerda derechos no debatidos resulta incompatible 

con las garantías constitucionales de defensa y propiedad, y con el principio de 

congruencia toda vez que el juzgador no puede convertirse en intérprete de la 

voluntad implícita de una de las partes sin alterar, de tal modo, el equilibrio 

procesal de los litigantes en desmedro de la parte contraria (CNT 

50608/2011/CA/CS1, “Ferre, Fernando Emilio c/ Frigorífico Calchaqui Productos 7 
SA s/ despido”, dictamen del 21 de septiembre de 2017; la Corte Suprema resolvió 

en forma concordante en Fallos: 342:1336).  

De este modo, el a quo se apartó de los límites de 

competencia que establece el artículo 277 del Código Procesal Civil y Comercial de 

la Nación y de la regla tantum devolutum quantum apellatum que delimita la 

jurisdicción apelada a la medida del agravio expresado, en desmedro de los 

principios básicos que rigen el proceso y con el consiguiente menoscabo de la 

garantía de la defensa en juicio (Fallos: 342:1336, ob. cit.). En conclusión, el fallo 

debe ser descalificado sobre la base de la doctrina de la arbitrariedad de 

sentencias en relación con los intereses fijados a partir del 1 de agosto de 2015 y 

hasta el efectivo pago. 

–IV– 

Por ello, opino que corresponde declarar procedente la queja 

y el recurso extraordinario, dejar sin efecto la sentencia apelada en cuanto fue 

materia de agravio y devolver los autos al tribunal de origen a fin de que, por 

quien corresponda, se dicte un nuevo pronunciamiento con arreglo a derecho. 

Buenos Aires, 27 de octubre de 2020. 

ABRAMOVICH 

COSARIN Victor 
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Vistos los autos: “Recurso de hecho deducido por UGOFE S.A 
en la causa García, Javier Omar  c/  UGOFE S.A. y otros s/ daños 

y perjuicios (acc. trán. c/ les. o muerte)”, para decidir sobre 
su procedencia.  

Considerando: 

     1°) Que esta Corte comparte, en lo pertinente, los 

fundamentos y conclusiones del dictamen del señor Procurador 

Fiscal, a los que cabe remitir en razón de brevedad.  

      2°) Que, por lo demás, también le asiste razón a la 

recurrente en cuanto alega el apartamiento, sin fundamento, de 

las facultades acordadas a los jueces por el art. 768, inc. c, 

del Código Civil y Comercial de la Nación. Dicho artículo 

establece tres criterios para determinar la tasa aplicable: por 

acuerdo de parte, por disposición legal y, en subsidio, por las 

tasas que se fijen según las reglamentaciones del Banco Central. 

     3°) Que, en ese sentido, la multiplicación de una tasa 

de interés –en este caso, al aplicar “doble tasa activa”- a 

partir del 1° de agosto de 2015, resulta en una tasa que no ha 

sido fijada según las reglamentaciones del Banco Central, por lo 

que contrariamente a lo que afirma el tribunal a quo, la 

decisión no se ajusta a los criterios previstos por el 

legislador en el mencionado art. 768 del Código Civil y 

Comercial de la Nación.  

Buenos Aires, 7 de Marzo de 2023
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     4°) Que la norma del art. 771 del Código Civil y 

Comercial de la Nación, a la que remite la sentencia, tampoco 

justifica apartarse del mencionado criterio, pues solo faculta a 

los jueces a reducir –y no a aumentar- los intereses cuando la 
aplicación de la tasa fijada o el resultado que provoque su 

capitalización excede,sin justificación y desproporcionadamente,  

el costo medio del dinero para deudores y operaciones similares 

en el lugar donde se contrajo la obligación. 

5°) En consecuencia, lo decidido se aparta de la solución 

legal prevista sin declarar su inconstitucionalidad, por lo que 

corresponde su descalificación como acto jurisdiccional, en los 

términos de la doctrina de esta Corte sobre arbitrariedad de 

sentencias.       

Por ello, de conformidad con lo dictaminado por el señor 

Procurador Fiscal, en lo pertinente, se hace lugar a la queja y 

se declara procedente el recurso extraordinario. En 

consecuencia, se deja sin efecto, con el alcance indicado, la 

sentencia apelada. Agréguese la queja al principal y devuélvanse 

los autos al tribunal de origen para que, por quien corresponda, 

dicte un nuevo pronunciamiento con arreglo al presente. Con 

costas. Reintégrese el depósito. Notifíquese y, oportunamente, 

devuélvase. 

                 

                                            

Firmado Digitalmente por ROSATTI Horacio Daniel Firmado Digitalmente por ROSENKRANTZ Carlos Fernando

Firmado Digitalmente por MAQUEDA Juan Carlos Firmado Digitalmente por LORENZETTI Ricardo Luis
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Recurso de queja interpuesto por UGOFE S.A, codemandada, representada por el 
Dr. Nicolás Mihura Gradín. 
Tribunal de origen: Sala H de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil.  
Tribunal que intervino con anterioridad: Juzgado Nacional de Primera Instancia 
en lo Civil n° 98.  

                               

 

    

 



CIV 51158/2007/1/RH1                                                                      
“García Javier Omar y otro c/ Unidad de Gestión Operativa Ferroviaria de Emergencias y otro 
s/ daños y perjuicios” 

1 
 

S u p r e m a  C o r t e:  

–I– 

La Sala H de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil  

modificó parcialmente la sentencia de primera instancia y, en cuanto aquí 

interesa, fijó intereses, desde la fecha del accidente hasta el 1 de agosto de 2015, a 

la tasa activa cartera general nominal anual vencida a treinta días del Banco de la 

Nación Argentina y, desde entonces hasta el efectivo pago, al doble de esa tasa (fs. 

1249/1254 de los autos principales). 

El tribunal señaló que corresponde aplicar intereses en los 

términos previstos en el fallo plenario “Samudio de Martínez” desde la fecha del 
hecho hasta la entrada en vigencia del Código Civil y Comercial de la Nación. 

Consideró que a partir de entonces la cuestión debe evaluarse a la luz de lo 

establecido en ese ordenamiento normativo. En concreto, señaló que el artículo 

768 establece que cuando la tasa de interés no está prevista por las partes ni en 

una ley especial, el juez debe recurrir a las tasas fijadas en alguna reglamentación 

del Banco Central de la Nación Argentina. Agregó que el artículo 771 dispone que 

el juez debe valorar “el costo medio del dinero para deudores y operaciones 
similares en el lugar donde se contrajo la obligación”. 

Además, el tribunal ponderó que la tasa debe asegurar que 

los intereses moratorios cumplan su finalidad, a saber, evitar que el deudor 

especule y se beneficie por la demora del litigio en perjuicio de la víctima. En ese 

sentido, apuntó que, cuando se asigna a las deudas en mora una tasa menor a la 

que abonan las personas que cumplen sus obligaciones con regularidad, se 

beneficia a los incumplidores y se imponen las consecuencias de la morosidad en la 

sociedad.  

Finalmente, destacó que el damnificado se vio privado del 

capital desde el día del siniestro que le generó los daños. Puntualizó que la tasa 
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activa no compensa el costo del dinero para el acreedor en el mercado. Aseveró que 

el doble de la tasa activa refleja ese costo, a la vez que se encuentra por debajo del 

límite de los intereses compensatorios o financieros que prevé el artículo 16 de la 

Ley 25.065 de Tarjetas de Crédito. 

–II– 

Contra ese pronunciamiento, UGOFE SA  interpuso recurso 

extraordinario (fs. 1255/1269), que contestado (fs.1275/1280) y denegado (fs. 1288), 

dio lugar a la presente queja (fs. 36/40 del cuadernillo de queja).  

La recurrente sostiene que la decisión es arbitraria en 

cuanto duplicó la tasa de interés a partir del 1 de agosto de 2015. Aduce que la 

cuestión reviste gravedad institucional puesto que pone en riesgo el sistema de 

transporte y de seguros. 

En primer lugar, argumenta que la sentencia viola el 

principio de congruencia pues modificó la tasa de interés fijada en la sentencia de 

primera instancia, excediendo lo peticionado por el actor en su recurso de 

apelación. Explica que el accionante se agravió únicamente en relación con la tasa 

pasiva aplicada desde el hecho hasta la sentencia de primera instancia (1 de julio 

de 2014) y, concretamente, solicitó la tasa activa establecida en el plenario 

“Samudio”. Agrega que, sin embargo, el tribunal duplicó la tasa activa a partir del 

1 de agosto de 2015 y hasta el efectivo pago. Destaca que el tribunal violó el 

artículo 163, inciso 6, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y vulneró 

su derecho de defensa en juicio. 

En segundo lugar, afirma que la sentencia contradice los 

artículos 768 y 771 del Código Civil y Comercial de la Nación. En particular, 

sostiene que la sentencia interpretó erróneamente el artículo 771 porque esa 

norma solo autoriza al juez a reducir los intereses aplicados cuando exceden el 

costo medio del dinero pero no le permite aumentarlos. Para más, asevera que el 
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régimen establecido en el mencionado ordenamiento abandonó el texto del artículo 

622 del Código Civil a fin de suprimir la discrecionalidad judicial en la fijación de 

los intereses. 

–III– 

A mi modo de ver, el recurso fue mal denegado en cuanto 

cuestiona la modificación de la tasa de interés realizada de oficio por el a quo 

desde el 1 de agosto de 2015 hasta el efectivo pago. 

Si bien los agravios remiten a aspectos fácticos y de índole 

procesal y derecho común, la Corte Suprema ha dicho que ello no es óbice para 

habilitar el recurso extraordinario cuando el tribunal se excede de la jurisdicción 

conferida por el recurso de apelación, límite que tiene jerarquía constitucional en 

cuanto implica la afectación del principio de congruencia y, consecuentemente, de 

las garantías de defensa y propiedad (Fallos: 310:1371, “Convak SRL”; 315:127, 
“Delfosse”; 315:501, “Saidman”; 318:2047, “Aquinos”; 325:657, “Di 
Giovambattista”; 327:3495, “Avila”; 335:1031, “Cammera”; 339:1567, “González”). 

En el caso, ese extremo se encuentra configurado puesto que 

la sentencia de primera instancia fijó intereses a la tasa pasiva desde la fecha del 

accidente hasta el dictado de esa decisión, el 1 de julio de 2014, y a la tasa activa 

desde entonces y hasta el efectivo pago (fs. 1040/1053). Ello fue, por un lado, 

apelado por el accionante quien limitó su agravio a los intereses establecidos 

desde la fecha del hecho hasta la sentencia de primera instancia (apartado III-D 

de la expresión de agravios obrante a fs. 1198/1199). En concreto, el actor 

peticionó la aplicación de la tasa activa para ese período, en línea con lo solicitado 

en el alegato (fs. 1024). Por otro lado, los intereses fueron impugnados por los 

demandados, quienes cuestionaron la aplicación de la tasa activa a partir del 

dictado de la sentencia y hasta el efectivo pago, y peticionaron la disminución de 

los accesorios (fs. 1177/1178 y 1182/1183). 
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En consecuencia, el a quo al establecer el doble de la tasa 

activa a partir del 1 de agosto de 2015 y hasta el efectivo pago se apartó de las 

peticiones del actor e incurrió en una indebida reformatio in pejus en perjuicio de 

los demandados. Tal como expuse en el dictamen emitido en la causa “Ferre”, el 
fallo judicial que desconoce o acuerda derechos no debatidos resulta incompatible 

con las garantías constitucionales de defensa y propiedad, y con el principio de 

congruencia toda vez que el juzgador no puede convertirse en intérprete de la 

voluntad implícita de una de las partes sin alterar, de tal modo, el equilibrio 

procesal de los litigantes en desmedro de la parte contraria (CNT 

50608/2011/CA/CS1, “Ferre, Fernando Emilio c/ Frigorífico Calchaqui Productos 7 
SA s/ despido”, dictamen del 21 de septiembre de 2017; la Corte Suprema resolvió 

en forma concordante en Fallos: 342:1336).  

De este modo, el a quo se apartó de los límites de 

competencia que establece el artículo 277 del Código Procesal Civil y Comercial de 

la Nación y de la regla tantum devolutum quantum apellatum que delimita la 

jurisdicción apelada a la medida del agravio expresado, en desmedro de los 

principios básicos que rigen el proceso y con el consiguiente menoscabo de la 

garantía de la defensa en juicio (Fallos: 342:1336, ob. cit.). En conclusión, el fallo 

debe ser descalificado sobre la base de la doctrina de la arbitrariedad de 

sentencias en relación con los intereses fijados a partir del 1 de agosto de 2015 y 

hasta el efectivo pago. 

–IV– 

Por ello, opino que corresponde declarar procedente la queja 

y el recurso extraordinario, dejar sin efecto la sentencia apelada en cuanto fue 

materia de agravio y devolver los autos al tribunal de origen a fin de que, por 

quien corresponda, se dicte un nuevo pronunciamiento con arreglo a derecho. 

Buenos Aires, 27 de octubre de 2020. 

ABRAMOVICH 

COSARIN Victor 
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